Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 03 minutos.) 


-La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene el gusto de recibir al Director General 
Forestal del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero agrónomo Pedro Soust, y a la 
Directora General de Recursos Naturales Renovables, ingeniera agrónona Mariana Hill. 


El motivo de nuestra invitación es recibir información acerca de la evolución de la forestación 
en nuestro país, por lo que ya los dejamos en uso de la palabra. 


SEÑOR SOUST.- Buenas tardes. 


En nombre de la Dirección General Forestal del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
queremos agradecer la invitación que nos han cursado para informar y coparticipar de las resoluciones 
que se toman a nivel gubernamental y que están ligadas con la parte legislativa. Es un gusto estar 
nuevamente en esta Casa ya que en el período pasado concurrimos a la Cámara de Representantes, 
donde compartimos otras instancias. 


En base a la invitación que nos fue cursada hemos preparado un informe acerca de cómo se 
está desarrollando la actividad forestal en el Uruguay. En nuestra presentación haremos, en primer 
lugar, una pequeñísima reseña histórica, para luego mencionar la situación actual y plantear después 
cuáles son los propósitos que nos animan a seguir adelante en el futuro inmediato y esperamos que 
también a largo plazo. 


Respecto a la forestación en el Uruguay, debemos decir que si bien sabemos que hubo 
personas que empezaron con esta actividad hace muchísimos años, los antecedentes no son muy 
añejos sino que se remontan a una ley forestal que hubo en los años sesenta, más precisamente en el 
año 1968. Luego se dieron muchas instancias de reintegro, de reinversiones y otra serie de ventajas 
para que la gente pudiera forestar, que se otorgaban a nivel impositivo. 


Si bien hubo otras leyes, la N* 15.939, de 28 de diciembre de 1987, fue fundamental para lo 
que hoy estamos viviendo en el ámbito forestal y productivo de nuestro país. A mi criterio, esta ley tuvo 
una particularidad muy buena, y es que obtuvo el consenso de todos los partidos y de todos los actores 
políticos de ese momento, más allá de que también intervinieron -como lo hicimos nosotros en aquel 
entonces- ámbitos como la Sociedad de Productores, la Universidad de la República y algunos centros 
de investigación. En fin, se trató de una ley muy conversada, en torno a la cual costó ponerse de 
acuerdo, pero felizmente fue aprobada por unanimidad y hoy constituye el elemento fundamental de 
que disponemos para conducirnos con un marco legal y regulatorio de la actividad. Con el transcurso 
del tiempo ha sufrido algunas transformaciones para ir adecuándose a las necesidades del sector, y 
particularmente del país, porque en la marcha es donde se van notando las carencias o necesidades 
que se originan a partir de los propios elementos que se van desarrollando. 


A partir de esa Ley Forestal, la política forestal nacional tuvo como objetivo general la 
conservación de los bosques naturales, los bosques nativos, que es un patrimonio muy importante con 
el que contamos; luego veremos algunas cifras al respecto. Esto se logró con creces, porque los 
instrumentos utilizados por esa ley para la conservación de los montes naturales permitieron que hoy 
Uruguay sea el único país en América Latina que no ha tenido una disminución de sus bosques 
naturales y el único que -contrariamente a lo que se piensa- está creciendo en lo que a esa área 
respecta. 


El otro objetivo fundamental fue ampliar la base forestal a los efectos de permitir, mediante 
plantaciones, un mayor crecimiento del área y, por supuesto, procurar elementos básicos para el 
desarrollo forestal, que es lo que hoy estamos tratando de lograr. 


¿Cómo quedó la institucionalidad a partir de la Ley Forestal? Su artículo 6% es muy claro al 
establecer que el organismo que va a ejecutar la política forestal del país es la Dirección General 
Forestal. Esta ha tenido algunos cambios en su estructura y ahora estamos procurando lograr otros 
para adecuarla a las situaciones coyunturales, puesto que cuando se aprobó la Ley Forestal había 
unas 45.000 hectáreas plantadas y hoy estamos por encima del millón de hectáreas. Esto indica que 
tenemos que nutrir a esta institucionalidad de elementos legales y de control para ir aggiornándola. 


¿Cuáles fueron los instrumentos utilizados? Lo primero que surgió fue el financiamiento para 
poder llevar adelante estas políticas, pero también hubo incentivos económicos y tributarios. Todos 
recordamos lo que significaron los subsidios forestales y las ventajas impositivas que se dieron para la 
importación de maquinaria. Asimismo, las condiciones crediticias por parte del Banco de la República 
fueron muy ventajosas. Todos estos elementos fueron confluyendo para lograr el desarrollo que esta 
actividad está teniendo hoy en el país. 


La asistencia técnica también fue fundamental. Hubo capacitación en determinados aspectos 
y en diferentes ámbitos, tanto en los organismos gubernamentales como en las empresas privadas, y 
se comenzó a desarrollar la investigación, que es un debe que hoy estamos teniendo pero que 
tratamos de resolver con distintos organismos, como la Universidad de la República, las Universidades 
privadas, las Organizaciones No Gubernamentales, el Laboratorio Tecnológico del Uruguay y el 
Instituto Nacional de Investigaciones Agropecuarias. Al mismo tiempo, estamos tratando de generar un 
ámbito de discusión institucional que incluya al sector privado. Más adelante veremos que existe el 
CECOPE, que es el órgano que actúa como regulador y controlador de las plagas y enfermedades que 
pueden llegar a tener los montes del país. 


Estos son los instrumentos con que se contó para poder llegar a los resultados que hoy 
tenemos a la vista. Los datos que tenemos pertenecen al año 2010 porque, por un tema de dinámica 
productiva, estos se cierran el finalizar el año anterior. 


Entre los datos importantes mencionaremos que la superficie de monte nativo bajo manejo 
se situaba en 14.000 hectáreas en el año 1990. Si bien la Ley es del año 1987, podemos tomar esta 
fecha como referencia por el tiempo que se demoró en llevarla a la práctica; por lo tanto los datos que 
expondremos van del año 1990 al 2010, pasando por una media que es el año 2000. La Ley Forestal 
otorgó incentivos para que la gente pudiera hacer un manejo sobre los bosques nativos, y actualmente 
estamos entre las 150.000 o 170.000 hectáreas. Esto significa que hubo un crecimiento sustancial. 


La cifra de bosques plantados -registrada en hectáreas- en 1990 era de 45.000, mientras que 
en el 2010 pasó a ser de 885.000. Es decir que el crecimiento fue exponencial. 


Veremos otras cifras que demuestran la existencia de 970.000 hectáreas de bosque, lo que se 
debe a que una cantidad de bosques no estaban y aún no están registrados. ¿Cuáles son? Las quintas 
de abrigo que vemos por todos lados en los campos, que se plantaron hace sesenta, setenta o cien 
años, que no están registradas. De alguna manera queremos plantear esto como inquietud para buscar 
algún elemento legislativo, ya sea un decreto o una ley, que nos posibilite tener el registro total de los 
bosques. Hoy en día, los datos que poseemos se adquieren por imagen satelital -que realmente es una 
ayuda- pero no es lo mismo que el registro que se debería llevar por parte de la Dirección General 
Forestal. 


Las exportaciones por este rubro se ubicaban en el orden de los US$ 13:000.000 y pasaron a 
ser de US$ 510:000.000, sin incluir las exportaciones de celulosa, por lo que tendríamos que sumar 
US$ 942:000.000, restando lo que entra a Zona Franca, que son US$ 200:000.000. En 2010 las 
exportaciones de productos derivados de la madera -incluyendo lo que podría considerarse como 
celulosa- oscilan entre los US$ 1.200:000.000 y US$ 1.300:000.000. A este respecto siempre tenemos 
una discusión con el Ministerio de Economía y Finanzas, porque muchas veces este cierra los datos de 
determinada manera, dejando de lado algunas cifras que nosotros defendemos porque consideramos 
que están dentro del rubro. 


El número de afiliados registrados en el BPS en el sector primario de la explotación forestal 
pasó de 1.000 a 20.000, que son las personas que hoy están trabajando en el sector. Creemos que hay 
informalidad y que esta cifra es algo mayor, pero es la que consideramos válida por figurar en el 
registro. 


En este aspecto queremos hacer una pequeña apreciación, porque no solo el número de 
personas aumentó sensiblemente, sino que también hubo un aporte muy importante en cuanto a la 
calidad de trabajo. Admitimos que en 1990, y aun anteriormente, existían los “montaraces” -en el 
campo comúnmente denominamos así a quienes se dedican a hacer postes, piques y leña- que 
desarrollaban su trabajo en condiciones bastante inapropiadas, pero ello fue controlado y trabajado por 
parte de las autoridades que han estado a cargo de la Dirección General Forestal y consensuado por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en estos veinte años, y hoy por hoy las condiciones de trabajo 
en la forestación son buenas o muy buenas. Incluso, se presentan algunos aspectos a destacar: por 
ejemplo, a los trabajadores de un emprendimiento forestal se los traslada en ómnibus y nadie puede ir 
parado, mientras uno ve que en los ómnibus de Montevideo va gente parada a trabajar. Esto muestra 
que ha habido una preocupación de parte de las empresas, de los trabajadores y de las autoridades 
que durante veinte años han controlado, que ha dado sus frutos. 


Es cierto que hoy por hoy sigue habiendo informalidad y algunas irregularidades, pero la 
Dirección General Forestal se está reuniendo permanentemente con la Inspección General de Trabajo 
y se aportan datos para que los controles se lleven adelante y se logren mejoras. 


Respecto de la superficie total de bosques en el Uruguay, podemos decir que en la 
actualidad -me refiero al año 2010- tenemos 970.000 hectáreas de bosques plantados y 750.000 
hectáreas de bosques naturales. Muchas veces esto no se considera y se dice que Uruguay está lleno 
de eucaliptos, pero no es así. Además, aquí faltan las 70.000 hectáreas de palmeras, que no se ponen 
aquí porque no tienen una densidad que amerite que sean consideradas entre los bosques naturales 
como tales. Sin embargo, esas hectáreas de palmeras implican una potencialidad muy importante. Tan 
así es que a corto plazo vamos a tratar de que los bosques naturales -que son muy eficientes en la 
fijación del carbono en el aire- sean tenidos en cuenta por algunas inversiones que puedan llegar al 
país, convirtiéndose en una mayor riqueza. No voy a entrar en detalles respecto de los bosques 
naturales porque no es mi competencia, ya que el Ministerio tiene un área específica para ello; sin 
embargo, debo resaltar nuevamente que el bosque natural es muy eficiente en la fijación de carbono y 
de la huella de carbono. 


¿Cuál es la situación actual del país? Tenemos alrededor de 16:400.000 hectáreas 
productivas y el 10,5% está cubierto de bosques, lo que nos ha hecho salir de ser un país de baja 
superficie de bosques. De ese 10,5%, el 4,4% está cubierto por bosques naturales y el 5,6% por 
bosques plantados. Esa es la superficie que hoy tenemos forestada en el país, por lo que podemos 
decir que con solo el 10% del territorio nacional forestado se están dando las cifras que hoy 
mostramos. En virtud de los decretos y resoluciones adoptadas y después de todos los cambios que se 
han suscitado -porque al comienzo una ley determinaba que había suelos de aptitud y prioridad 
forestal, pero eso fue cambiando y hoy tenemos otro mapa- la superficie de prioridad forestal del país 
es de 4:150.000, entendiéndose como tal la determinación política que se da a ciertos suelos. 


En la década de los ochenta se realizó un proceso de planificación que fue seguido entre 
1990 y 2000 con un fuerte crecimiento, que continuó entre 2000 y 2010. Esto fue lo que nosotros 
denominamos etapa de crecimiento. Hoy por hoy, estamos abocados a la etapa de desarrollo. 
Hablamos de desarrollo porque creemos que no alcanza con el crecimiento, con tener la madera, sino 
que esta tiene que ser un elemento importante y básico para lograr la industrialización y un mayor 
crecimiento económico, aumentando el valor de los productos. Así podríamos llegar a tener una mejor 
distribución de esta riqueza, que intentamos que se derrame en la mayor cantidad posible de estratos 
de la sociedad. Ello no es fácil, pues dependemos de muchas cosas, entre otras, del esfuerzo y la 
voluntad política que exista desde los gobiernos para buscar que las empresas lleguen a consolidarse 
en el país. 


¿Cuáles son los lineamientos estratégicos de la política que tenemos en la Dirección General 
Forestal? Estamos respetando e intentando cooperar en lo que significa el cambio climático. Es sabido 


que el cambio climático tiene importantes elementos que son determinantes y normalmente se 
convierten en la preocupación de muchos. Por ejemplo, existe el tema de la generación de anhídrido 
carbónico y de carbono, teniendo en cuenta la ruptura de la capa de ozono, pero felizmente, gracias al 
aporte de fijación de carbono que en este momento hace toda la masa boscosa del Uruguay, estamos 
en muy buenas condiciones respecto a otros países en lo que tiene que ver con el balance de la huella 
de carbono. 


Como decía, estamos respondiendo a esto y tratando de que sea una producción 
responsable. ¿Qué queremos decir con esto? Que se deben respetar las instancias que realmente 
hacen a la sustentabilidad de lo que son los recursos de nuestro país. Pretendemos que no solo haya 
un crecimiento económico partiendo de las masas forestales, sino también un proceso de respeto al 
medio ambiente, así como a los estamentos sociales. 


Creemos que este es un proceso de tres patas que debe tener en cuenta el aspecto 
económico, el social y el ambiental. Para ello también estamos siguiendo muy de cerca lo que es el 
monitoreo del recurso forestal, con un análisis de la cadena forestal. Es así que hemos convocado al 
Consejo Sectorial de la Madera, donde están representadas todas las sociedades de productores 
forestales, los particulares, la gente del PIT-CNT -es decir que se encuentra representada toda la masa 
de trabajadores- la UdelaR, las Universidades privadas, los institutos de investigación y las distintas 
unidades que componen los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, de Industria, Energía y Minería, etcétera. 


Desde la cadena de la madera se están estudiando cuáles son los procesos que se deben 
seguir y apoyar. Es así que, en el mes de agosto, empezamos a plantear la discusión general que 
también incluirá una discusión política, por lo que pensamos que tendremos que visitar a todas las 
fuerzas políticas y al Parlamento para exponer cómo va el proceso forestal en Uruguay, hacia dónde 
debemos apuntar y cuáles son los problemas, para luego buscar el consenso para apoyar lo que será 
la reglamentación de la ley de ordenamiento territorial y medio ambiente que, en definitiva, será la que 
ordenará la producción del país. 


Creemos que la forestación está ocupando un lugar muy importante. Sabemos que existe 
preocupación en muchos ámbitos porque se dice que en el Uruguay se está plantando demasiado; no 
entendemos qué es demasiado. Por el contrario, pensamos que el Uruguay tiene una potencialidad 
productiva determinada y entre todos veremos cuáles son las posibilidades de desarrollo. En la cadena 
forestal estamos tratando esos temas y los seguiremos discutiendo; mientras tanto, se van 
solucionando elementos puntuales que apuntan a aquello que habíamos puesto como lineamiento, es 
decir, el desarrollo del país y de la forestación. 


Además, estamos atendiendo a las directrices voluntarias y a esto nos referimos cuando 
mencionamos el Proceso de Montreal, el Tratado de Kyoto y todo aquello en lo que nuestro país 
participa. 


¿Cuáles son las potencialidades que tiene el Uruguay? Tiene muy buenas tasas de 
crecimiento para las especies, tiene costos de producción competitivos con la región y el mundo, y 
tiene una muy buena normativa y marco legal, si bien no en todos los sectores productivos, sí en la 
forestación. También hay una muy buena normativa en el control del medio ambiente, que ha venido 
consolidándose en el transcurso de todo el período, ya que ha tenido lo que nosotros denominamos 
“explosión”. En este sentido no queremos ser irrespetuosos: queremos respetar todo lo que se había 
plantado con aquellos hombres que desde la escuela aprendimos a querer por su trayectoria, como por 
ejemplo el doctor Gallinal, que tanto plantó en nuestra zona, en el centro del país; y queremos respetar, 
también, a todas aquellas personas que permitieron que hoy estemos disfrutando de parques, paseos y 
elementos. Como venía diciendo, todo el proceso ha tenido lo que nosotros llamamos una inflexión y 
una explosión desde la década de 1990 en adelante. 


Existe también lo que denominamos “Código de Buenas Prácticas”. ¿Cómo fue elaborado 
este Código? Aquí quiero hacer una apreciación para que quede asentado en la versión taquigráfica, y 
es que sentimos un gran respeto por todos los Directores que ha tenido la Dirección General Forestal 
desde antes de la Ley Forestal -me refiero a los ingenieros Capdevila, Larrobla, Ligrone, Berterreche, 


Mantero- quienes supieron llevar adelante de una forma muy correcta lo que hoy nosotros tenemos 
para mostrar. Soy consciente de que algunas de las medidas que se tomaron fueron discutidas, pero 
en aquel momento todo fue consensuado y lo hicieron de una forma muy correcta. Tan es así que 
muchos de estos logros -por no decir casi todos- corresponden a ese núcleo de personas que 
estuvieron a cargo de la Dirección General Forestal y que se apoyaron en una cantidad de técnicos 
que trabajaban con ellos. Por eso, el Código de Buenas Prácticas Forestales se consolidó hace 
aproximadamente tres o cuatros años, a instancias de una discusión que hubo entre los privados, los 
públicos, la Cátedra y los distintos Ministerios. Este Código finalmente se aprobó y hoy estamos 
celebrando el año internacional de los bosques y promocionando la iniciativa de que para 2012 se 
restablezca la discusión con el fin de actualizarlo, ya que no sólo contienen las normas de trabajo y de 
seguridad laboral, sino todo el tratamiento correcto de la sustentabilidad en cuanto al suelo, al agua, en 
fin, a todas las partes que se deben considerar en un proceso productivo sustentable. 


Uruguay también posee la ventaja de tener bosques nativos con proyecto y con declaración 
ante la Dirección General Forestal, que es un tema sobre el que me voy a extender en momentos. 
Además, cuenta con el Instituto Nacional de Colonización como un gran propietario de tierras, siendo el 
mayor terrateniente -tiene cerca de 300.000 hectáreas- dispuesto a colaborar en procesos que están 
lejos de ser concentradores de forestación; posiblemente se convierta en una herramienta fundamental 
para hacer una forestación equilibrada, en pequeñas parcelas. 


¿Cuáles son los objetivos que tiene la Dirección General Forestal para el quinquenio 2010- 
20157? Uno de los objetivos es priorizar el desarrollo local en el país. Queremos que las forestaciones 
se desarrollen en todos los lugares de la República y otorguen posibilidades a los pobladores del 
medio. Aclaro que no promovemos que plantadores de la zona norte vengan al sur y viceversa. El 
señor Senador Agazzi conoce la zona de “La Paloma”, en Durazno, que siempre estuvo relegada, con 
muy poca mano de obra y fuentes de trabajo en el medio; no queremos que vengan desde Rivera a 
plantar, como tampoco obreros a hacer el trabajo, sino que apoyamos el trabajo local a fin de que se 
desarrolle el comercio y todos aquellos que esperaron durante años tengan posibilidades, y así siga 
creciendo todo el país. 


Todas las empresas que hoy están actuando y que están afiliadas a la Sociedad de 
Productores Forestales tienen un compromiso, una conducta y un comportamiento ejemplares, porque 
colaboran sustancialmente con el medio y tienen una relación muy correcta, seria y formal con la 
Dirección General Forestal. Aclaro que no digo esto por estar al frente de esa Dirección, sino que es 
una situación que se viene manteniendo históricamente y ha sido un signo muy distinguido de esta. 


Se sigue profundizando en el Inventario Forestal Nacional, que es un elemento fundamental 
que nosotros no comenzamos, pero al que hemos dado un impulso muy importante. El Inventario 
Forestal Nacional incluye un estudio de todo el país, en el que anualmente se van a incluir unas 2.000 
parcelas de estudio, de las que se va a tener un registro. Ese Inventario se va a realizar durante cinco 
años y luego se continuará con un monitoreo permanente que nos permitirá controlar las especies 
forestales, las edades, los crecimientos, las pasturas y la vegetación que no tiene relación directa con 
la forestación, los elementos del suelo, las enfermedades existentes y toda la fauna del medio. Quiere 
decir que va a ser un trabajo muy completo. 


¿Cuál será uno de los impactos más importantes de esa tarea? Sin duda, permitirá dotar a 
todo el país -a los Ministerios y a quien quiera- de los elementos necesarios para aplicar políticas a 
largo plazo en áreas como la salud, la educación, la vivienda y el sector laboral en zonas como la de 
Tranqueras, Tambores, Pirarajá y pueblo Arévalo, y saber qué tipo de producción habrá para el 2030. 
Creo que eso colaborará mucho con el ordenamiento y la previsión, para no tener que volver a afrontar 
situaciones como la actual -que hace veinte años hemos estado observando, pero no quisimos 
enfrentar- en que a raíz de la gran producción se ocasiona una carga significativa a las carreteras. 


Por todo esto entendemos que el Inventario Forestal es muy importante y vamos a seguir 
estimulando las plantaciones y, fundamentalmente, a buscar la diversificación de las especies, 
elemento que para nosotros es una prioridad u objetivo. En la actualidad hay una masa muy importante 
de eucaliptos y de pinos, así como también proyectos relacionados con la fijación del carbono - 
tengo uno aquí para mostrar a los señores Senadores- presentados por empresas que se están 


localizando en el país. Creemos que es el momento de estimularlas para que trabajen con otro tipo de 
especies, porque cuando se hace una plantación para la fijación del carbono, los árboles no se pueden 
cortar por un período de treinta o cuarenta años, y sería bueno que si se espera todo ese tiempo se 
pueda cortar un roble y no un eucalipto. En este sentido, continuaremos promoviendo inversiones que 
vengan a dar mayor valor agregado al producto de la madera. 


También hemos planificado la capacitación. A esos efectos estamos trabajando con el 
INEFOP, la UTU, la UdelaR y las universidades privadas, con el objetivo de capacitar a las personas 
radicadas en el medio rural. 


Como decía antes, queremos potenciar la investigación, por lo que estamos buscando 
inversión en infraestructura; seguramente, también está haciéndolo -quizás más rápidamente que 
nosotros- el Ministro de Transporte y Obras Públicas, señor Pintado. Por nuestra parte, ya hemos 
planteado que esa es una necesidad a considerar. 


Estamos trabajando, además, en la elaboración de un plan estratégico a largo plazo, que 
plantearemos en el Consejo Sectorial de la Madera porque creemos que es fundamental y que va en la 
dirección a la que siempre se avino. 


También intentamos profundizar la integración de la ganadería, los colonos y los agricultores 
familiares con la forestación. Se ha venido trabajando en ello y ahora continuamos hablando con las 
empresas para ver la posibilidad de que hagan contratos con los pequeños productores a los efectos 
de integrar la ganadería y producir un efecto sinérgico importante, ya que se favorece la producción 
ganadera al aportar a los animales zonas de sombra y abrigo, y quizás también pueda significar un 
pequeño aguinaldo para la gente de campo cada varios años, cuando haya que talar un monte. 


Se continuará avanzando en el cumplimiento de normas laborales y en el fortalecimiento de 
algunos institutos u organismos del Estado que se han debilitado, como por ejemplo la Dirección 
General Forestal, sobre la que considero oportuno mencionar una anécdota. En 1990 tenía 250 
funcionarios y 45.000 hectáreas de bosques y hoy cuenta con 1:000.0000 de hectáreas y solo 46 
funcionarios. Evidentemente, esta no es una excusa para no trabajar, porque hoy la tecnología es otra 
y contamos con GPS y mejores vehículos y carreteras. De todas maneras, debemos seguir avanzando 
en lo que hace a los institutos de contralor, porque estamos un poco débiles en esa área si nos 
comparamos con la región. 


La investigación también es muy importante. Junto con los Ministerios de Industria, Energía y 
Minería, y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, concretamente con la DINAMA, 
estamos trabajando en el Proyecto PROBIO, por el cual los residuos forestales -algunas personas los 
denominan así; no es mi caso- serían transformados en energía. 


Las grandes líneas de trabajo a seguir son las siguientes: el Inventario Forestal, el sistema de 
protección fitosanitaria y de prevención de incendios, los Indicadores del Proceso de Montreal y la 
certificación de especies nativas. Además, estamos trabajando en el aumento de la capacidad para 
hacer el seguimiento de los programas forestales, así como en la formulación e implementación de 
políticas forestales. Hay una permanente discusión con los técnicos en el ámbito forestal sobre la 
necesidad de ir evaluando y promoviendo el proyecto. 


Quiero terminar esta primera parte de la exposición diciendo que nos sentimos orgullosos de 
ocupar un cargo en un sector en el que hemos estado toda la vida, ya que hace 40 años que estamos 
trabajando en ese ámbito. Sabemos que no es la panacea y que hay muchas cosas por mejorar, como 
en todos lados, pero consideramos que se ha marcado un rumbo, pues hay una producción que 
sabemos qué tiene y qué es: todas las producciones registradas en la Dirección General Forestal 
tienen esos elementos, y cada uno de los proyectos forestales refiere a un emprendimiento -el país 
sabe que se trata de una riqueza- que tiene determinadas exigencias de presentación, de datos y de 
documentos. Con esto tenemos un control prácticamente total de lo que significan la mayoría de las 
plantaciones, aspecto que no vemos en ningún otro sector productivo del país. Los productores han 


tenido una responsabilidad muy grande al llevar esto adelante y han seguido todo al pie de la letra, lo 
que genera una gran garantía en lo que respecta a los registros. 


En la Dirección General Forestal hay 8.000 carpetas como la que obra en mi poder en este 
momento, y son elementos con los que contamos para decir que tenemos un control de la forestación. 
Actualmente se están desarrollando algunos cambios en el proceso de presentación de los planes y de 
identificación de los montes. Con el apoyo de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto vamos a 
instalar una oficina que estará, no digo a nivel del Primer Mundo, pero sí al de lo que el país necesita, 
que es tener un control más efectivo, preciso y menos complicado para la producción y los productores. 


Quedamos abiertos a las preguntas que deseen realizar los señores Senadores, porque al 
darles respuesta podremos explicarles cómo se realizan los proyectos y se lleva adelante el proceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos escuchado atentamente la exposición, pero les solicitaría que, de ser 
posible, nos dejaran una copia para que todos los integrantes de la Comisión pudieran estudiar el 
tema. 


Quiero hacer alguna pregunta que me parece absolutamente importante en el marco del 
desarrollo forestal. El señor Soust ha dicho que hay un total de 885.000 hectáreas forestadas y, si no 
entendí mal, que la prioridad forestal está en 4:150.000 hectáreas. Concretamente, quiero saber si la 
Dirección General Forestal del Ministerio tiene conocimiento del acuerdo de contrato de inversión que 
se firmó entre la República Oriental del Uruguay y Montes del Plata el 18 de enero de 2011. 


Entre las cláusulas del contrato de inversión, el punto 3.1.5, relacionado con los aspectos 
forestales, dice: “Los suelos 5.02b mencionados incluyen suelos con características que permitirían 
considerarlos de prioridad forestal. La Dirección General de Recursos Naturales Renovables está 
iniciando un estudio que permitirá el enriquecimiento de la actual cartografía CONEAT y subdividir el 
grupo 5.02b de acuerdo a sus mejores aptitudes, dentro del plan nacional de desarrollo económico, 
social y de ordenamiento territorial. Las partes” -vinculando a Montes del Plata con el país- “estiman en 
que de dicho estudio debería surgir una cantidad de suelos recategorizados suficiente para las 
necesidades del proyecto. En caso que así no fuera, las partes harán los mejores esfuerzos para 
encontrar soluciones alternativas para lograr una superficie forestable de 100.000 hectáreas con 
posibilidad de ser plantadas dentro del radio de 200 km. de Punta Pereira. Las partes acuerdan que el 
estudio o las soluciones alternativas deberán completarse en un plazo máximo de 3 años sin perjuicio 
de ir consensuando soluciones parciales a partir de la decisión definitiva de implementar el proyecto. 
Mientras el estudio de recategorización del 5.02b no haya concluido, ROU se compromete a que los 
suelos dentro de este grupo CONEAT que cuenten con las características para ser considerados como 
de Prioridad Forestal serán considerados como suelos condicionados y deberán contar con la 
aprobación de la División Suelos y Aguas de la Dirección General de Recursos Naturales Renovables”. 


Dada la preocupación de los señores Senadores por el tema fue que se decidió convocar a 
este ámbito al Director General Forestal del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero 
Agrónomo Pedro Soust, para oír su opinión al respecto. Nos parece relevante -especialmente por lo 
que expresa y directamente acabo de leer- el contrato de inversión celebrado entre el Gobierno y 
Montes del Plata, porque involucra la recategorización de suelos por una cifra considerable de 
hectáreas dentro de un radio de muchos kilómetros de Punta Pereira, que es el lugar donde se ubicará 
el emprendimiento. Esta situación ha generado la preocupación del propio Intendente de Colonia, por 
ejemplo, quien luego de enterarse por la prensa de que esa circunstancia puede llegar a perjudicar a 
su departamento, ha expresado que no considera admisible la recategorización de algunas de sus 
tierras. También han aparecido algunos comentarios en la prensa escrita que aluden a cambios de 
reglas y, de ser así, podría haber una compensación del Estado a Montes del Plata y todo lo que esto 
vincula. 


En consecuencia, si está en condiciones de hacerlo, quisiera que nos brinde la información 
que pueda sobre este contrato que, de alguna forma, implica una alteración fortísima en la política 
forestal sustentada, atento a la envergadura y dimensión del emprendimiento y a todo lo que va a 
significar en cuanto a impacto en esa parte del país, que vincula no solo al departamento de Colonia, 
sino también al de San José. 


Concretamente, quisiera saber si nos puede aportar algún tipo de información para el debido 
esclarecimiento de las circunstancias que han sido mencionadas y que son públicas, porque han salido 
en los medios de comunicación del país. Creo que eso es claro, exime de cualquier tipo de reserva y 
no representa violación de circunstancia alguna, porque es de público conocimiento que esto ha 
acontecido. 


Queremos saber en qué línea está trabajando la Dirección Gene ral Forestal, qué es lo que 
está haciendo, qué es lo que está pasando con esta recategorización, cuántos suelos impacta, qué 
superficie amplía o supone la recategorización. Obviamente, haremos alguna otra pregunta que pueda 
surgir luego de la primera parte de la contestación a esta interrogante. 


SEÑOR CHIRUCHI.- ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Discúlpeme, señor Senador, pero antes de cederle el uso de la palabra 
quisiera saber cuánto conoce la Dirección General Forestal acerca del contrato Montes del Plata - 
República Oriental del Uruguay, como condición sine qua non para luego avanzar en las otras 
preguntas. 


¿Usted se opone a esa primera instancia? 
SEÑOR CHIRUCHI.- No tengo inconveniente, señor Presidente. 
SEÑOR AGAZZI.- Yo también quisiera formular algunas preguntas más adelante. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Bien, señor Senador. 


SEÑOR SOUST.- Para comenzar, le diré que el documento que usted señala lo tengo aquí y lo imprimí 
de la página de Presidencia de la República. Lo que usted está leyendo es lo que se firmó. También 
tengo todas las citas de la prensa. Aquí no se citaron todas las frases, se fueron extrayendo algunas, 
pero eso no hace a la pregunta concreta que usted menciona. En ese aspecto, voy a dar participación 
a quien hoy nos acompaña, que es la Directora de la RENARE, ingeniera agrónoma Hill, encargada del 
estudio y también de determinar todo lo atinente a los suelos del país. Es por eso que solicito que ella 
haga uso de la palabra para que explique cuál es el concepto de recategorización y qué es lo que se 
está haciendo en cuanto a la recategorización de los suelos, de manera de esclarecer este aspecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de cederle la palabra a la señora Directora, quiero expresar -sin que 
esto genere una polémica- que el documento se ha publicado en la página de la Presidencia de la 
República recién ahora, porque en enero el compromiso originario estuvo bajo cláusula de 
confidencialidad. Esta recién fue levantada el 16 de junio de este año, con una nueva firma del 
Secretario de la Presidencia en representación del Estado. De esa manera, se levanta la cláusula de 
confidencialidad, estableciendo que las partes acuerdan, a partir de la firma de la modificación, a todos 
los efectos, la supresión de la cláusula 5 de confidencialidad del texto del contrato de referencia. Por 
tanto, reitero, la incorporación del documento a la página de la Presidencia es absolutamente reciente; 
hasta que no se levantó la cláusula de confidencialidad no fue de conocimiento de la población, ni de 
este Parlamento ni de los propios productores. 


SEÑORA HILL.- El documento que acaba de leer el señor Senador se refiere directamente a la 
Dirección General de Recursos Naturales Renovables, de la que yo soy Directora, y en particular de la 
División Suelos y Aguas, que también está dentro de mi Dirección. En esta participación surgen pautas 
que están reflejadas allí. 


Entre los temas que la RENARE pautó trabajar en este período -en el que yo entré a 
desempeñar funciones- hay dos grandes líneas. Una tiene que ver con el hecho de mejorar la 
cartografía, dado que el Ministerio entendió que eran insuficientes los mapas del suelo que tenía el 
país, debido básicamente a la intensificación de la agricultura y su avance en zonas nuevas; la otra se 
vincula con los planes de suelo que, como es de conocimiento, estamos impulsando fuertemente. 


Cuando se habló de los suelos posibles de ser forestados en áreas cercanas a la zona de 
Punta Pereira, RENARE planteó hacer la cartografía para todo el país. Estamos estudiando por dónde 
empezar y qué es lo prioritario. El Grupo 5.02b -tengo los mapas por si les interesa ubicarlo- es el más 
grande del país y el más heterogéneo. Esta es una de las zonas que la Dirección de RENARE había 
definido como prioritaria, porque sus suelos son muy variables, localizados en forma irregular, y 
además porque allí se está haciendo mucha agricultura. Es más; esta Dirección ya había priorizado 
hacer un mejor estudio cartográfico pensando en esta actividad. En ese marco, se resolvió priorizar la 
mencionada zona simplemente porque esa información iba a servir como herramienta para la toma de 
decisiones desde las áreas de la agricultura y la forestación. 


Hay dos conceptos que son claros: uno es la cartografía, es decir el mapa de suelo en el que 
se detalla cómo es, cuál es su profundidad y todo lo que requiere una descripción; y el otro es la 
aptitud, es decir, definir para qué actividad es apto el suelo: para la forestación, la ganadería, la 
agricultura, el cultivo de arroz, etcétera. 


Por otro lado, está el tema de la prioridad forestal. Recategorizar significa pasar grupos 
CONEAT, a grupos CONEAT de prioridad forestal. RENARE no ha planteado hacer esta actividad, y no 
se está recategorizando el grupo 5.02b; eso se dijo el primer día y se habló con la gente de Montes del 
Plata. En la lectura que acaba de hacer el señor Presidente se mezcla cartografía con 
recategorización; estas son acciones distintas. 


El punto 3.1.5 del contrato dice: “La Dirección General de Recursos Naturales Renovables 
está iniciando un estudio que permitirá el enriquecimiento de la actual cartografía CONEAT y subdividir 
el grupo 5.02b”  -lo vamos a hacer con todos los grupos menos con las sierras porque no tienen 
aptitud agropecuaria- “de acuerdo a sus mejores aptitudes, dentro del plan nacional de desarrollo 
económico, social y de ordenamiento territorial”. Esto es lo que RENARE está haciendo ya sea para los 
suelos 5.02b, las planicies del este, los grupos 9 y 4 y para las lomadas del este. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, continúe con la lectura. 


SEÑORA HILL.- “Las partes estiman que de dicho estudio debería surgir una cantidad de suelos 
recategorizados suficiente para las necesidades del proyecto”. 


SEÑOR CHIRUCHI.- ¿Qué significa eso? 


SEÑORA HILL.- No sé qué significa. ¿Qué puede significar? Supongamos que se toma el grupo 5.02b 
y se define que en él hay un área de aptitud agrícola, otra de aptitud ganadera y otra que podría ser 
forestal. En realidad, cualquier área de aptitud forestal puede convivir con otro uso... 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera saber si su Dirección fue consultada expresamente sobre el 
contenido del artículo y si emitió un informe escrito en lo que refiere a esa cláusula. No me refiero 
solamente a la primera parte, sino también a la segunda, que menciona la recategorización. 


SEÑORA HILL.- Sí, la Dirección fue consultada. 

SEÑOR BORDABERRY.- ¿Y emitió un informe? 

SEÑORA HILL.- No necesariamente se emitió un informe; esto era de carácter más obligatorio... 
SEÑOR BORDABERRY.- Perdón, no me quedó claro. ¿Emitió o no un informe? 

SEÑORA HILL.- ¿Un informe en qué sentido? 


SEÑOR BORDABERRY.- Estoy hablando de si le preguntaron concretamente sobre esto, si le pidieron 
a su Dirección que elaborara un informe antes de firmar este contrato. 


SEÑORA HILL.- No hice un informe, pero fui consultada y di mi opinión respecto de los suelos desde el 
punto de vista técnico. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿De todo el contenido de esta cláusula, incluyendo la segunda parte, que 
habla de la recategorización? 


SEÑORA HILL.- Sí, así es. Pero no hubo ningún compromiso en cuanto a la recategorización, porque 
es una decisión que tomarán las partes. 


SEÑOR CHIRUCHI.- En lo que respecta a las preguntas que formulan el Presidente y el Senador 
Bordaberry, la señora Directora General de Recursos Naturales Renovables acaba de leer una parte 
del contrato que dice: “Las partes estiman que de dicho estudio debería surgir una cantidad de suelos 
recategorizados suficiente para las necesidades del proyecto”. Y continúa: “En caso de que así no 
fuera,” -o sea, si no surgiera una cantidad suficiente de suelos para forestar- “las partes harán los 
mejores esfuerzos para encontrar soluciones alternativas para lograr una superficie de 100.000 
hectáreas con posibilidad de ser plantadas dentro del radio de 200 km de Punta Pereira. Las partes 
acuerdan que el estudio o las soluciones alternativas deberán completarse en un plazo máximo de 3 
años”, etcétera. 


SEÑOR AGAZZI.- El texto está clarísimo. 


SEÑORA HILL.- Eso está bien. Simplemente quiero decir que la recategorización implica una decisión 
política que resuelve -si, por ejemplo, hay una nueva área dentro del grupo 5.02b, o una parte en equis 
lugar del país que tiene aptitud forestal- que un suelo pasa de una categoría que no es nada a otra que 
tiene prioridad forestal. RENARE va a hacer una cartografía que no indicará nada con respecto a la 
prioridad forestal del 5.02b y toda el área agropecuaria del país. O sea que en cuanto a este asunto 
deberá tomarse la decisión de hacer una recategorización, pero hoy no está tomada. 


Si se lee bien el texto, se puede ver que nadie está obligado a tomar una decisión. Mi 
Dirección dará su opinión desde el punto de vista técnico, diciendo si tales suelos sirven o no para 
forestar. Esta no es una recategorización, sino un mapa de aptitud, así como tenemos aptitud para 
cultivo de secano, para cultivos de invierno o para ganadería. La recategorización del 5.02b -que es el 
subproducto de este trabajo- es una decisión política que hoy no está tomada. Cuando allí dice “se 
realizarán los mayores esfuerzos”, “se proveerá”, significa que hoy esa decisión no ha sido tomada, 
sino que se actuará en función de lo que se deba tomar en cuenta, más allá de la aptitud del suelo, que 
no es lo único que tiene que ver con las decisiones políticas en cuanto al territorio y al ordenamiento 
territorial. 


La aptitud del suelo es una capa y es un aspecto técnico; la prioridad, es una decisión política 
que no está tomada. El Director de la División Forestal tiene datos de cuánto se ha plantado sobre el 
5.02b en los años 2010 y 2011. Esa cifra es cero; no se ha plantado ninguna hectárea porque no es 
prioridad forestal ni lo va a ser. La División Suelos y Aguas no va a recategorizar suelos. 


SEÑOR SOUST.- Quería realizar un par de apreciaciones. 


En primer lugar, hoy la Dirección General Forestal tiene consignados los suelos que figuran 
en esta carta. Dentro del grupo 5, tiene el 5.01c y el 5.02a y en los departamentos de Colonia y San 
José los suelos que podrían ser plantados son los que figuran pintados. Estos son los suelos con los 
cuales la Dirección General Forestal se guía. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Mañana podrían ser más. 


SEÑOR SOUST.- En primer lugar, para que un proyecto que excede las 100 hectáreas comience a ser 
considerado de forestación por la Dirección General Forestal, también debe ser estudiado por la 
DINAMA, que es quien tiene la potestad de decidir si puede ser llevado adelante o no. 


En segundo término, no hay ninguna prohibición que maneje la Dirección General Forestal 
para impedir que se planten árboles en alguna parte del país o en alguna clase de suelo. Si mañana 
una persona, una empresa o un grupo económico compra 200.000 hectáreas, presenta su proyecto a 
consideración de la DINAMA y ésta le da la aprobación ambiental, puede plantar todo lo que quiera, 
sea o no considerado como suelo de prioridad forestal. Aquí no hay ningún elemento legal que prohíba 
la plantación. En ese caso, seguramente las plantaciones no serán consideradas como bosques de 
rendimiento ni protectores, sino como bosques generales. Al igual que lo que sucede en la agricultura, 
ganadería y lechería no hay ninguna ley que prohíba que allí se pueda hacer tal o cual cosa. 


Quiero dejar esto bien claro. Reitero que si bien el convenio que se menciona existe y está 
firmado, mañana los suelos de Colonia, San José, Rivera o cualquier otro departamento pueden ser 
comprados y plantados con el tipo de árboles que se desee, sin que exista ningún elemento legal o 
jurídico que lo prohíba. 


SEÑOR CHIRUCHI.- En función de lo expresado por el Director Soust, me pregunto si es posible -sé 
que lo es- plantar bosques en Rincón del Pino o en Kiyú. También sé el motivo por el cual quien se 
dedica a la forestación no está pensando en instalarse en Cololó, Rincón del Pino ni en Kiyú. Eso es 
obvio. Quiero que conste en la versión taquigráfica cuáles son las tierras de prioridad forestal en el sur 
del país. 


Estaremos atentos a lo que ocurra de aquí en más. Me llama poderosamente la atención que 
se esté acelerando el proceso, aunque en realidad no debería llamarme la atención, porque esto es 
para cumplir con un acuerdo que hubo, que fue reservado, secreto o confidencial, del que nosotros, al 
igual que los Intendentes de San José, Soriano y Colonia, nos enteramos por la prensa. Al igual que el 
señor Presidente, estuve muchos años desempeñándome como Intendente y entiendo que los 
Intendentes y los Gobiernos Departamentales algo tienen que ver con el desarrollo local, como lo 
mencionaba el Director; sin embargo, se enteraron por la prensa. 


Nosotros vamos a seguir de muy cerca el trabajo que está realizando el Ministerio en procura 
de generar las hectáreas que Montes del Plata necesita, porque sabemos que ese fue el acuerdo; y si 
este no se cumple, si no cumple con la recategorización y no logran suministrarle a Montes del Plata 
las hectáreas que se acordaron, quisiera saber cómo se va a resolver la situación. De todos modos, 
estoy convencido de que van a obedecer instrucciones y van a cumplir con el documento acordado. 


Tengo la responsabilidad de decir que esto atenta contra la permanencia en el campo del 
pequeño y mediano productor del sur del país. Definitivamente, esta es una disposición política y estoy 
seguro de que el asesoramiento técnico va a respaldar la decisión política que se tome, dado que la 
señora Directora no puede tomar decisiones políticas en ese sentido. Estoy convencido de que la 
Dirección va a completar todos los deberes para que el actor político cuente con el respaldo técnico 
para poder cumplir con lo acordado. Así como lo estoy diciendo. 


Ayer estuvimos hablando con los Intendentes Zimmer y Bezossi, y podemos decir que casi el 
19% de la población total del departamento de San José -somos área metropolitana- vive en el campo, 
de los cuales el 99% son pequeños y medianos productores, que desde siempre han arañado la tierra 
en procura de hacerla rendir. El departamento de San José -al igual que el de Colonia- tiene muchos 
suelos 5.02b. Conozco predios donde se produce mucha leche, cuyos suelos son 5.02b; allí están los 
principales tambos del departamento de San José. Conozco tambos, granjas, viñedos, queserías 
artesanales con ese tipo de suelos. Es más; no sé si algún predio artesanal escapa a este tipo de 
suelo. Hoy hablaba del tema con integrantes de la Asociación de Queseros Artesanales de San José, 
que en la tarde tienen una reunión con queseros de Colonia. Además, creo que hoy también hay una 
reunión en la Junta Departamental de Colonia por este tema, ya que empezó a inquietar a gente que 
ha optado por vivir en el campo. 


Voy a dar otro dato que ya conoce el Senador Agazzi y probablemente todos los que 
estamos aquí: la cuenca lechera histórica, la tradicional, tiene un 64% de sus tierras arrendadas. Yo, 
dueño de la tierra, ¿se la voy a seguir arrendando a un productor quesero artesanal? No. Si aparece 
una multinacional o una empresa forestal como Montes del Plata, que va a tironear pero terminará 
pagando la tierra para forestar mejor de lo que se pagó en el norte, en Cerro Largo, en Treinta y Tres o 


en otros departamentos, acabará sacándole la tierra a esa familia que ha optado por vivir en el campo 
y seguir haciéndolo. 


Aquí lo único que interesa es el tema económico; no importa la gente. Estoy convencido o me 
estoy convenciendo de eso. No interesa el pobre productor quesero artesanal que ha tenido una vida 
de sacrificio durante toda su existencia, lo que importa es cumplir con una gran inversión extranjera 
que se instala en el sur del país. Podría haberse instalado en otro lugar, pero el costo del flete es muy 
significativo y por eso existe la exigencia de tener predios forestados o a forestar en un radio de 
doscientos kilómetros de Punta Pereira. 


El Gobierno ha exigido, a través del INALE -lo sabe muy bien el señor Senador Agazzi y lo 
sabemos todos- multiplicar, aumentar la producción lechera al doble -en algún momento se habló de 
10:000.000 de litros de leche- lo que me parece un gran desafío y creo que en esta primavera vamos a 
lograr una cifra récord, tal como ya está sucediendo en estos momentos. Sin embargo, este sector está 
siendo amenazado por este compromiso, por la decisión política del Gobierno. Probablemente, esto 
vuelva inestable, incluso, la permanencia de aquellos que hoy están jugados a este tema. 


Llego hasta aquí. La idea planteada en sesiones anteriores era hacer un análisis de todo el 
tema forestal para ver cómo se está comportando y cómo lo hace con el entorno. Conozco mucha 
gente que no está en los despachos sino cerca de esta realidad y puedo mencionar lo del ciclo pastoril 
y la falta de control que tiene el Estado acerca de cómo se están instalando, cómo se están manejando 
y qué está ocurriendo. No he escuchado hablar del jabalí, de la bichera, ni del abigeato, que está 
creciendo de manera impresionante como consecuencia de la instalación desprolija de los predios 
forestales. Sí escuché -y me llamó la atención- que van en ómnibus y no pueden ir parados, lo que no 
tiene nada que ver con la gestión forestal. 


En definitiva, este es un tema que analizaremos después -probablemente 
tendremos que pedir a los visitantes que se molesten de nuevo en venir a la Comisión- porque acá hay 
un tema prioritario que nos tiene sobre ascuas y nos preocupa muchísimo. Me refiero a lo que acaba 
de plantear el señor Presidente de la Comisión, que nos interesa mucho porque somos del sur, 
estamos vinculados a la producción láctea y siempre hemos defendido, en primer lugar, al pequeño y 
mediano productor que ha poblado nuestra campaña, convencidos de que el beneficio que se le 
otorgaba, a él como a la gente que vive en el campo, rápidamente repercute en la ciudad a través del 
vínculo comercial y todo aquello que ha promovido el hombre de campo de nuestro departamento con 
el país. 


Quiero recordar aquí la cuenca tradicional, porque a los efectos de desarrollar dos programas 
de lechería, el país y la sociedad hicieron una inversión muy grande en electrificación rural, caminería, 
maquinaria, camiones, esfuerzo, tanques de frío, máquinas de ordeñar y luego en genética. Todo esto 
lo pagó la sociedad uruguaya con el esfuerzo de nuestros productores, que y hoy se sienten 
amenazados por este acuerdo, por esta disposición política. 


SEÑOR AGAZZI.- Voy a tratar de separar la discusión política que tendremos que dar nosotros, de lo 
que es la presencia de nuestros visitantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La libertad es libre, señor Senador. 
SEÑOR AGAZZI.- Sí, y yo diré cómo la voy a usar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia le da la libertad que usted quiera. 


SEÑOR AGAZZI.- En primer lugar, quiero felicitar al Director de la Dirección General Forestal y a la 
Directora de Recursos Renovables por la calidad de la información que nos trajeron. Quiero decir que 
obtuve bastante información de la que presentó el Director en la página de la Dirección General 
Forestal, incluso, hasta los mapas forestales. Es cierto que hoy el 77% de la producción está en suelos 
de prioridad forestal y el 23% en otros suelos; este es un problema que tiene el país. Quizás este tema 
tengamos que discutirlo nosotros, por nuestra responsabilidad legislativa, porque hoy la plantación de 


árboles no se puede hacer en suelos de prioridad forestal, pues estos tienen una definición que 
establece que son sujetos de todos los beneficios que le da la Ley Forestal. Me parece que una 
negociación que se hace para la instalación de un emprendimiento de esta naturaleza tiene etapas; 
una de ellas es la discusión de partes, que no se hace en la plaza, pero a medida que se van 
acordando temas se hacen públicos. Y creo que esto es lo que pasó aquí. 


En la redacción que leyó el señor Presidente hay una parte que es la recategorización de 
suelos; si entramos en la página de la Dirección General Forestal podemos ver que esta 
recategorización ha sido permanente, no es de ahora. Los grupos empezaron en el año 1988; luego, 
los Decretos 191 y 220 establecieron qué suelos entraban y cuáles salían, y posteriormente, el Decreto 
de 2010 también expresó qué suelos fueron incluidos y cuáles salieron. Aclaro que esto se adquirió con 
la práctica, con sus pros y sus contras, porque en un principio se hizo mirando el mapa y después se 
miraron los suelos y los árboles, tal como señalaron el Director Forestal y el señor Senador Chiruchi. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Ahora está establecido en el contrato. 


SEÑOR AGAZZI.- No, señor Senador; eso no es lo que expresa el contrato. Usted tiene derecho a 
creer eso y yo a creer que si a los Directores del Ministerio los obligan a hacer una cosa de esas, 
renuncian. Sé que tienen ética, porque los conozco de toda la vida. 


Los suelos 5.02b no están incorporados, pero si observamos el mapa podremos ver que 
están muy ligados a los 5.02a. Si buscamos en Google “suelo 5.02b”, obtendremos toda la información 
acerca de en qué departamento están y cuál es su Índice CONEAT. En realidad, no hay lechería con un 
Índice CONEAT 70, porque nadie produce leche arriba de los cerros de piedra. 


En relación con lo que aquí se ha dicho, creo que la plantación de árboles es perfectamente 
compatible con la lechería o con la agricultura en suelos que no sirven para la agricultura o para un uso 
intensivo del suelo. Esto es lo que pienso, no sólo porque lo conozco sino porque lo he hecho. En 
consecuencia, la discusión de la categorización de los suelos es algo que depende de sus 
características. Lo que establece el compromiso o el documento firmado -porque no podemos hablar 
de contrato- es que se harán los máximos esfuerzos, y cita una cantidad de hectáreas que la empresa 
necesita en un radio de tantos kilómetros. Esto no quiere decir que sea un suelo 5.02b, porque en esos 
100 kilómetros hay mucho suelo de prioridad forestal. Si observamos el mapa de suelos de prioridad 
forestal vemos que Colonia tiene 30.000 hectáreas forestadas y Soriano 56.000, con distintos tipos de 
plantaciones. Además, en Flores -que está dentro de esa zona- y un poco en la zona pedregosa de San 
José, hay suelos que son de prioridad forestal, que no son apropiados para la agricultura o para la 
producción intensiva. 


Hay algo que me parece importante decir -y lo quiero expresar frente a nuestros visitantes- y 
es que cualquier emprendimiento productivo debe tener en cuenta las características de los recursos 
naturales y los impactos ambientales y sociales, y el proyecto y el país se tienen que hacer cargo de 
estos últimos. Considero que sería criminal desplazar a productores lecheros para instalar plantaciones 
que permitan obtener pulpa de celulosa. Me parece que, ante todo, sería un desquicio económico 
desplazar a quien con su trabajo y su familia está produciendo un alimento de tan buena calidad, para 
producir una materia prima que será un gran negocio para otros, pero que no está incluido en el 
proyecto de país que nosotros tenemos en la cabeza. En ese sentido, estoy de acuerdo con lo 
expresado por el señor Senador Chiruchi. 


SEÑOR CHIRUCHI.- En San José y en Colonia hay tambos sobre suelos con categoría 5.02b. El 
campo de recría de la APL, que el señor Senador Agazzi conoce bien, está en una zona en la que 
probablemente la tierra tiene el Índice CONEAT más bajo y ahí hay casi 3.000 vaquillonas de tamberos 
del departamento. 


SEÑOR AGAZZI.- Por eso digo que los casos en los que hay familias detrás hay que considerarlos en 
forma prioritaria. 


Por mi parte, quisiera preguntar a los visitantes, en primer lugar, si esos proyectos que se 
presentan y son analizados técnica y ambientalmente luego tienen un seguimiento. Hago esta pregunta 
porque uno de los problemas que se está dando ahora y que ha sido analizado por el Banco Mundial 
en su informe reciente, es que una parte importante de los proyectos que se presentan -no aquí en 
América Latina, sino sobre todo en África- no se llevan a cabo, o sólo se inician para obtener los 
beneficios y luego no se continúan. Sé que esto da mucho trabajo y que se necesitan muchos 
recursos, pero quisiera conocer su opinión al respecto. 


Por otra parte, me gustaría saber, en términos generales, cuánto de la forestación actual se 
destina a pulpa de celulosa y cuánto a otros productos de mayor valor agregado, ya sea el tableado 
como materia prima o lo que se hace en las industrias buenas que tiene el Uruguay. 


En tercer lugar, me interesa preguntar a nuestros visitantes cómo podemos acceder a los 
contratos entre las empresas forestales y los agricultores familiares. Sé que estos se están llevando a 
cabo y que la Dirección Forestal ha participado en ello. Recuerdo que estuve presente en la 
celebración del convenio entre RMK y la Asociación Rural de Florida, pero no tengo claro cómo 
podemos acceder a esos contratos. Lo planteo porque varias organizaciones de productores familiares 
nos han preguntado si les podemos hacer llegar estas cosas, pues muchas veces ellos no tienen el 
tamaño o la fuerza suficiente como para negociar con una gran forestal y necesitan la ayuda de 
alguien. 


Por último, recuerdo que el Director de la Dirección General Forestal habló de la forestación 
equilibrada, y respecto a eso me gustaría saber cuál es el modelo. Al principio, las grandes empresas 
dijeron que tenían que comprar miles y miles de hectáreas porque no podían hacer la inversión 
industrial si no tenían garantía sobre la cantidad y la calidad de la materia prima. Ahora ya tenemos un 
sector forestal maduro, y me pregunto si quienes hacen las inversiones industriales continuarán siendo 
grandes tenedores de tierra. En realidad, la inversión industrial es una cosa, pero la producción de la 
materia prima podría estar en manos de los agricultores nacionales, como parte de su actividad 
económica. Me interesa saber cuál es la visión y cuál el lugar que ocupan los productores familiares en 
esto. Aclaro que no me refiero solo a aquellos que puedan verse amenazados de quedar excluidos de 
las zonas de grandes compras, sino también a los productores que estén instalados allí, para quienes 
esto podría ser una oportunidad. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero felicitar al señor Presidente de la Comisión por la iniciativa de invitar 
al Director General Forestal del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y su asesora. Les voy a 
pedir que entiendan que estamos haciendo nuestro trabajo: nosotros, como Legisladores y 
representantes de la ciudadanía, tenemos el deber de informarnos y dar respuestas a la gente, por lo 
que esperamos que no tomen nuestras preguntas como una actitud de desconfianza hacia su 
actuación. En lo personal -y estoy seguro de que así sucede con los demás integrantes de la Comisión- 
no tengo el más mínimo elemento para dudar de la forma en que están actuando. Hacemos estas 
preguntas porque hay muchos factores que figuran en el contrato que nos llaman la atención. 


En primer lugar, voy a referirme a la cláusula de confidencialidad que, obviamente, cuando 
figura en esos términos y además no se comunica al Parlamento ni a la opinión pública, nos hace 
pensar que realmente tenemos que informarnos más. 


En segundo término, la cláusula 3.5.10 del contrato establece que en caso de que se pongan 
impuestos a la tierra, a estas empresas multinacionales o sociedades anónimas de capitales 
extranjeros se las va a compensar o no se les van a cobrar dichos tributos. Es decir que por la vía 
indirecta de la compensación se los dejaría afuera de algo que sí va a grabar a los pequeños o 
medianos productores uruguayos que invierten en el país. Ante ello, obviamente, entendemos que en 
estos contratos tenemos que investigar hasta el final. 


El tercer aspecto tiene que ver con la recategorización a la que se compromete el país. Me 
animo a decir que, desde el punto de vista jurídico, es equivocado entender que no existe un 
compromiso de recategorización de los suelos en el país. Si uno estudia el contrato, comprueba que 
son aplicables al Derecho uruguayo las normas contenidas en los tratados de inversiones firmados por 
la República Oriental del Uruguay con Finlandia y con Chile, así como las normas del CIADI, que en 


última instancia llevan al arbitraje de la ciudad de Washington. En ese sentido, conceptos como “aplicar 
los mejores esfuerzos”, equivalen a lo que es nuestra buena fe. Ello no significa que uno no esté 
obligado a lograr el mejor esfuerzo. Por supuesto que lo está, porque de lo contrario sería una cláusula 
nula, que no tendría valor, y no sería correcto decir “aplicar el mejor esfuerzo”. Me parece que el mejor 
esfuerzo implica lograr 100.000 hectáreas dentro de ese radio de 200 hectáreas desde Punta Pereira. 
En realidad, es una obligación del Estado uruguayo, que si no aplica su mayor esfuerzo para lograr el 
resultado esperado, puede verse obligado contractualmente. 


Además, en el contrato hay una declaración de las dos partes que expresa que la planta de 
Punta Pereira está lejos de las plantaciones, y como se resolvió que se instalara allí, en lugar de 
acercar la planta a las plantaciones, se compromete a hacer lo contrario. Eso no lo digo yo, sino el 
contrato. 


Ante toda esta situación, me pregunto si hubo informes previos escritos. Estamos hablando 
de un contrato por millones y millones de dólares, de una inversión de miles de millones de dólares. 
¿No hubo un informe previo de la Dirección General de Recursos Naturales Renovables o de la 
Dirección General Forestal acerca de este tema? ¿No hay un informe que ya haya sido emitido? 


Por otro lado, en la muy buena presentación realizada por el Director General Forestal se 
explicó que en el país hay una masa forestal significativa y que el 25% de las tierras son de prioridad 
forestal, ante lo que me pregunto si se piensa que es necesario más que ese porcentaje. 


En definitiva, esta es una decisión política, pero uno sabe que los incentivos económicos, 
financieros y tributarios que surgieron a partir de la Ley del año 1987 apoyaron una actividad que no 
existía en el país. El problema que actualmente tenemos es dar las mismas posibilidades a todos 
aquellos que están compitiendo por la tierra -dicho esto en el buen sentido de la palabra- para 
desarrollar su producción. Incluso, a quienes han quedado más rezagados frente a actividades como la 
forestación, se les podrían dar los incentivos que se otorgó a esta en el año 1987. Es nuestro deber 
proceder de esta forma para un buen desarrollo de las políticas. Creemos que se podría ayudar a esos 
sectores más rezagados y no dar a otros sectores más beneficios de los que ya tienen. 


En otro orden de cosas, me gustaría saber en qué consisten los Indicadores de Proceso de 
Montreal, que fueron mencionados en la exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es nuestra intención hacer de esto una suerte de interpelación; para una 
instancia de esas características habría que convocar al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, junto con el Secretario de la Presidencia -si es que acepta venir- que fueron quienes 
involucraron la responsabilidad del Poder Ejecutivo en el tema. 


Simplemente, quiero reiterar la cláusula -a la que aludí anteriormente- que dice: “Las partes 
estiman en que de dicho estudio debería surgir una cantidad de suelos recategorizados suficiente para 
las necesidades del proyecto”. Es decir que la recategorización involucra poder satisfacer las 
necesidades del proyecto. Luego, agrega: “En caso que así no fuera, las partes harán los mejores 
esfuerzos para encontrar soluciones alternativas para lograr una superficie forestable de 100.000 
hectáreas con posibilidad de ser plantadas dentro del radio de 200 km. de Punta Pereira”. 


No obstante lo expuesto, el punto 3.1.7 del contrato de inversión -que no entiendo, por lo que 
solicito una aclaración, ya que prefiero ser ignorante por un ratito y no burro para siempre- establece: 
“En la medida que las características de los nuevos proyectos de plantación en la zona estén 
enmarcadas dentro de lo previsto en la Evaluación Ambiental Estratégica aceptada, ROU se 
compromete a que los proyectos de plantación con estas características, presentados para obtener la 
AAP, serán clasificados como '*A' por parte de DINAMA y por tanto, de acuerdo al Decreto vigente 
349/05 no requerirán de un estudio de impacto ambiental a nivel de predio”. 


Con respecto a la confidencialidad, quiero decir que se levantó en el mes de junio, como 
consecuencia de que en mayo -y tengo derecho a suponer que fue así- este tema salió publicado en el 


semanario “Búsqueda”. Vamos a entendernos: ¡en mayo reventó el tema en un semanario y la 
confidencialidad se levantó en junio! 


Comprendiendo que algunas preguntas puedan ser respondidas y otras no, este es el 
conjunto de inquietudes de los cuatro Senadores que estamos presentes. 


SEÑOR SOUST.- Antes que nada, queremos nuevamente agradecer la posibilidad que nos han 
brindado de concurrir a este ámbito para hablar sobre todos estos temas. 


Aquí se mencionó que no estábamos siendo interpelados; por supuesto que así lo sentimos. 
Yo tengo experiencia en esto porque fui Legislador en el período pasado, e incluso, en determinado 
momento presidí la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Representantes. Trabajamos con 
los otros Diputados todo el año y sabemos cuál es la intención que se tiene cuando se llama a una 
persona del Gobierno a que comparezca para informar. Por eso agradecemos el espíritu de aclaración; 
viene muy bien, porque sabemos que las preocupaciones de los señores Senadores son también las 
de todos nosotros. Ustedes tienen que dar la respuesta pública y qué mejor que nosotros expresemos - 
equivocados o no- lo que estamos tratando de llevar adelante en beneficio de todos. 


En primer lugar, voy a responder las preguntas hechas por el señor Senador Agazzi. Él nos 
consultaba si luego de presentados los proyectos se controla su cumplimiento. En ese sentido tenemos 
que decir que no estamos en la panacea de lo que puede hacer una institución pública para llevar 
adelante los controles y ejercer el gobierno; nosotros tenemos carencias. Eso quedó claro cuando dije 
que pasamos de 250 funcionarios a 46, muchos de los cuales somos mayores de 60 años y quizá ya 
no tengamos el mismo espíritu. Reconozco que esto no es excusa y me adelanto a decir que estamos 
haciendo las gestiones que corresponden -desde el punto de vista de las instancias presupuestales y 
en los distintos ámbitos- para fortalecer y mejorar esos controles. 


Quiero traer a colación un comentario sobre los proyectos que se presenta, porque tal vez se 
pueda aclarar algo que dijo el señor Senador Chiruchi en otra sesión -cuya versión taquigráfica leí- 
respecto a si en los proyectos se cumplen o no los aspectos silvopastoriles, que corresponden al 8% 
del área del predio y que están dentro de lo que significa una asociación ganadero-forestal. Cuando se 
presentan los proyectos, desde el punto de vista de su elaboración no hay ninguna normativa que 
establezca que en el propio proyecto tengan que incluirse pautas que signifiquen distancia de 
plantación, tipo de rodales, ni nada de eso. Simplemente, están enmarcados dentro de lo que son las 
normas de la Ley N* 15.939, en la que se establecen las especies y variedades que se pueden plantar 
y en qué tipo de suelo puede hacerse. 


Por otra parte, sigo insistiendo en lo mismo: entre las carencias legales de nuestro país 
respecto a esta producción en particular -no quiero hablar de las otras- quizás se encuentra el hecho 
de que no hay prohibición cuando no se accede. Pero cuando una plantación no está hecha en un 
predio de prioridad forestal o no cumple con las especies o con las distancias, el Estado no otorga los 
certificados correspondientes para exonerarla del pago de la Contribución Inmobiliaria o de los 
impuestos que le correspondan cuando se presenta ante la DGI. Ese el castigo que el Estado tiene 
para los productores en ese momento; pero no hay prohibición ninguna. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Y el impacto ambiental también. 
SEÑOR SOUST.- Perdón, pero no sé a qué se refiere con lo del impacto ambiental. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Me refiero al estudio de impacto ambiental. 


SEÑOR SOUST.- De acuerdo con la normativa legal vigente, todo proyecto que supere las cien 
hectáreas tiene que pasar por el correspondiente circuito en DINAMA para tener la aprobación 
ambiental previa. Si la DINAMA constata -como ya lo ha hecho muchas veces- que hay una 
violación de esa normativa, aplica multas, y estas son muy severas. 


Nosotros también tenemos multas con respecto a lo que es el monte natural, porque lo 
estamos preservando. Y, al respecto, agradecemos que los Legisladores que hayan votado el artículo 
por el cual se elevó la multa que se cobraba a quien cometía esa violación de US$ 400 a 
aproximadamente US$ 40.000 por hectárea. 


Con relación a la primera pregunta del señor Senador Agazzi, debo decir que estamos 
instrumentando medidas para que las plantaciones sean controladas. Anteriormente, cuando estaba 
vigente el subsidio que se pagaba a los productores, se realizaba un control y se constataba que la 
plantación hubiera sido hecha, que las variedades fueran las correspondientes, así como las 
distancias. Al día de hoy no estamos haciendo ese seguimiento porque no está instrumentado y la 
parte legal no lo exige, pero sí estamos tratando de cubrir las necesidades que a nuestro criterio son 
más inmediatas, como por ejemplo el control que se ejerce sobre los sistemas de prevención de 
incendios que tienen las empresas forestales, tal como aquí se señaló. Con orgullo queremos decir que 
cada uno de los proyectos forestales tiene un proyecto complementario que incluye los mecanismos 
con que deben contar las empresas para que las explotaciones forestales -no conozco otro tipo de 
explotaciones de campo- puedan prevenir los incendios e incluso cuenten con los recursos elementales 
necesarios para mitigar los primeros focos ígneos; esto sí se controla, se vigila y se aplica con el 
máximo rigor que podemos tener. 


El señor Senador Agazzi preguntaba si teníamos idea de cuánto se destinaba a madera 
sólida -o clear, en cierto aspecto- y cuánto a pulpa. Es notorio que parte de la madera de un árbol de 
20, 30 ó 40 metros de altura va a poder ser llevada a madera de calidad y ser transformada en madera 
sólida, pero siempre habrá un excedente que va a ir para las fábricas de los molinos o de pulpa o va a 
transformarse en rollizos para ser exportados. 


En este momento tenemos la visión de que en el país hay aproximadamente 1:000.000 de 
hectáreas forestadas; si cada una de las fábricas de papel consumen la producción de entre 250.000 y 
300.000 hectáreas -lo que significa alrededor de 600.000 hectáreas- nos quedan entre 400.000 y 
500.000 hectáreas. Se han presentado muchos proyectos en la Dirección General Forestal, acogidos 
en el marco de un decreto ley. Allí se está haciendo manejo de poda y raleo para poder obtener 
madera de calidad, lo que permitiría la radicación de empresas que tengan aserraderos -estamos 
esperando eso ahora- y que hagan los sistemas de segunda y tercera transformación de la madera. 
Esto tendría un impacto muy importante desde el punto de vista social y de la propia economía del 
país. 


En cuanto a los controles a las empresas y promotores privados que están comprando, 
debemos decir que eso no está en el ámbito de la Dirección General Forestal, ya que más bien 
corresponde al Ministerio de Economía y Finanzas. Quizás a través del Banco de Previsión Social se 
puede deducir quiénes son actualmente los dueños de las tierras y quiénes las explotan. La Dirección 
Forestal acepta los proyectos, pero muchas veces se presentan con el nombre de una sociedad 
anónima, de una sociedad de responsabilidad limitada o de un particular, diferente al de las empresas. 
Estas tienen un manejo financiero que hace que puedan tener muchos nombres distintos para los 
diferentes emprendimientos. 


Cuando hablamos de equilibrio - hoy el señor Senador Agazzi me preguntaba qué quería 
decir con eso- nos referimos a que en la forestación se tengan en cuenta las tres patas del taburete, 
que son la ambiental, la social y la económica; esto es fundamental. Entendemos que es así y lo 
estamos planteando fuertemente en la discusión que se está llevando a cabo en la DINOT, donde los 
delegados del Ministerio -en este caso, la Directora de la RENARE y quien habla- están comenzado a 
discutir cuáles son los elementos que se deben tener en cuenta en el ordenamiento territorial y en el 
productivo. 


Consideramos que no sería correcto permitir que el mercado regule la producción del 
Uruguay, sino que se deberían establecer determinados parámetros, reglas y leyes que nos lleven a 
alcanzar un equilibrio en la producción para evitar que haya grandes masas forestales, grandes masas 
de soja o de arroz, etcétera. Actualmente este equilibrio se da y desde la Dirección General Forestal 
tratamos de incentivar para que los tamaños de las forestaciones y las especies que se plantan 


contribuyan al mismo, para que también exista posibilidad de ir cubriendo los mercados internos y los 
del exterior, que son los que en definitiva van a fortalecer el sistema exportador. 


En lo que refiere a otras consideraciones, no recuerdo si fue el señor Presidente o el señor 
Senador Bordaberry quien hizo dos señalamientos, uno con respecto a la cláusula de confidencialidad, 
y el otro, al punto 3.5.10. 


Tal como se ha dicho, acá hay un tema político y un tema técnico, pero nosotros estamos 
respondiendo preguntas de índole absolutamente técnica, sin trasuntar -en lo posible- una concepción 
de política económica y de política productiva del país. Quiero aclarar que la confidencialidad de este 
documento no fue impuesta por nosotros; lo que hicimos fue solamente informar. También señalo que 
cuando asumí la Dirección, el 1* de julio de 2010, este documento ya estaba en circulación. Por eso, 
cuando se pregunta si la Dirección General Forestal emitió un informe escrito debo contestar que 
quizás lo hubo, pero no lo conozco. 


El punto 3.5.10 refiere a la parte impositiva, por lo que escapa un poco a lo que podemos 
informar -como bien dijo el señor Presidente de la Comisión, hay cosas sobre las que podemos 
informar y otras que quizás no conozcamos- ya que, según tengo entendido, eso fue tratado con el 
Ministerio de Economía y Finanzas, en el ámbito correspondiente. 


Pediría al señor Presidente que me reiterara, en forma muy sucinta, la última pregunta que 
formuló. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, estaba hablando del punto 3.1.7. Quería saber qué significa esa 
frase del contrato y qué es lo que queda expresamente excluido con respecto a la evaluación del 
impacto ambiental. 


Con relación al punto 3.1.5, que refiere a la recategorización, dice que “de dicho estudio 
debería surgir una cantidad de suelos recategorizados suficiente para las necesidades del proyecto”. 
Quiérase o no, esta es una obligación país, ya que fue respaldado y aconsejado por la Dirección 
General; y se utiliza el término “debería”, no “podría”. Además, establece que: “En caso de que así no 
fuera, las partes harán los mejores esfuerzos para encontrar soluciones alternativas para lograr una 
superficie forestable de 100.000 hectáreas con posibilidad de ser plantadas dentro del radio de 200 km 
de Punta Pereira”. Quiere decir que estamos comprometiéndonos en este sentido; esta cláusula no se 
incluye por las dudas. 


Ese es, un poco, el centro de la inquietud, más allá de que -reitero- habrá disponibles otros 
recursos parlamentarios. Nadie quiere hacer de esto una situación escandalosa; simplemente estamos 
preguntando, y tenemos todo el derecho de hacerlo. Podríamos haber elegido el camino de interpelar 
al señor Ministro, pero optamos por hablar con el señor Director General de Forestación para aclarar 
dudas que me parece que hacen a la política forestal, en la que están involucrados el mencionado 
Director y el Ministerio al que pertenece. 


SEÑOR SOUST.- Con referencia a los términos que se establecen debo decir que muchas veces estos 
deben interpretar aspectos técnicos, y dentro de ellos no solo hay un concepto jurídico, sino también 
uno político. Quiero aclarar que no estoy capacitado como para hacer una interpretación desde el 
punto de vista jurídico, y mucho menos cuando se está dentro de un marco internacional, cuando se 
firma un convenio con una empresa que no es originaria del país. Creo que lo escrito, escrito está. 


A efectos de otra posible aclaración con respecto a los suelos, luego hará uso de la palabra 
la señora Directora de la RENARE. 


Quiero resaltar ciertos aspectos que tal vez no expliqué bien o no quedaron lo 
suficientemente claros y que, a mi criterio, involucran una responsabilidad colectiva. En Uruguay -ya 
sea en los departamentos de Colonia, San José, Soriano o Flores- cualquier empresa que tenga 
potencia económica puede venir y forestar todo lo que desee en cualquier clase de suelo. Esto tiene 
que quedar bien claro y es una preocupación de la Dirección General Forestal, más allá de que exista o 


no este documento. Los beneficios que tiene la empresa son los mismos que puede tener cualquier 
empresa que plante soja en el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe la interrupción, señor Soust. 


A mi juicio, ninguna gran empresa va a venir -más allá de que no exista prohibición alguna- a 
hacer una importante inversión que luego pueda ser interrumpida por una evaluación de impacto 
ambiental o por no tener algún beneficio de exoneración impositiva. Me parece que esto está en la tapa 
del libro. No existe prohibición para empresas chicas, pero de hecho para emprendimientos grandes 
hay una situación optativa; convengamos que eso es así, más allá de que pueda faltar algún tipo de 
legislación. La realidad es que nadie compra 20.000, 30.000, 40.000 hectáreas o más -como muy 
bien sabe el Director Soust que se hace- por las dudas, sin saber efectivamente si puede llevar 
adelante una plantación en el ámbito de la forestación. 


SEÑOR CHIRUCHI.- En la misma línea de lo manifestado por el señor Presidente de la Comisión, 
pienso que el inversor va a tratar de comprar los campos más deprimidos y más baratos. A modo de 
ejemplo, en Kiyú, Rincón del Pino u otras zonas de Soriano, hay muchos campos que se pueden 
vender, pero hay que pagar US$ 14.000 o US$ 15.000 la hectárea. Estamos hablando de los campos 
más pobres -si es que se pueden definir así- del sur del país, que han sido mejorados, o de los campos 
frontera, que son los que se encuentran entre los buenos y los regulares, donde la producción se ha 
hecho en forma intensiva y no extensiva, como puede ocurrir en lugares -conocidos por todos nosotros- 
donde se han instalado grandes forestaciones. Reitero que nos estamos refiriendo a zonas del sur del 
país como Colonia y San José. En la cuenca quesera los productores tienen 20, 30 o 40 hectáreas y un 
gran porcentaje de los predios son arrendados. Si bien allí los campos tienen un valor menor, hay una 
inversión de la sociedad, del ser humano y de la familia que está radicada en ese lugar. Queremos 
evitar que el dueño de la tierra se vea en la disyuntiva de poder venderle la tierra por US$ 1.000 más a 
una empresa forestal. 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑOR SOUST.- Coincido con lo expresado por el señor Senador. ¿Quién no coincide con la defensa 
del pequeño productor? ¿Quién no coincide con la defensa de los tambos? ¿Quién no coincide con los 
departamentos de desarrollo? Estuve veinticuatro años asesorando a la Intendencia de Durazno a 
través del Departamento de Desarrollo; concurrí a los departamentos de los que son oriundos el señor 
Presidente y el señor Senador Chiruchi; conozco el tema y lucho por ello. Pero la pregunta que se me 
realizó estaba referida a la legislación forestal. 


Comparto lo que dijo el señor Presidente en cuanto a que el mercado nos va a mandar; 
también comparto que si en este momento hay un freno es porque, por más potente que sea una 
empresa, no va a pagar US$ 15.000 la hectárea para plantar eucaliptos. Ese es un debe que, al menos 
desde la Dirección Forestal lo vamos a plantear -ya lo estamos haciendo- cuando nos sentemos a 
discutir en una mesa -en la DINOT, o en los ámbitos que corresponda- cuál va a ser el ordenamiento 
productivo del país y cuáles serán las exigencias de la Dirección Forestal sobre los productores. Creo 
que vamos a tener que cumplir todos los procesos productivos. Además, donde haya una actividad 
humana -y la forestación no queda por fuera de esto- habrá un impacto sobre el ambiente y sobre la 
sociedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el departamento de Colonia tiene -como lo dijo el señor Senador Agazzi- 
30.000 hectáreas de aptitud forestal... 


SEÑOR AGAZZI.- Tiene 30.000 hectáreas forestadas, de aptitud forestal tiene mucho más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto, pero mediante la recategorización ¿cómo se va a poder cumplir con 
esto? 


SEÑOR SOUST.- Si bien la Directora va a contestar, creo que si hacemos un semicírculo en el país, 
casi se estaría tocando Lavalleja. 


(Dialogados) 


SEÑORA HILL.- Con respecto a la recategorización, como dijo el Senador Agazzi, desde que se creó 
el Índice CONEAT y su función impositiva, se impugna el sistema de información. 


¿Qué pasa con los suelos 5.02b? Como vemos en el mapa, son todos los que están en rojo. 
El problema que tienen es que son muy heterogéneos. Como decían los señores Senadores Agazzi y 
Chiruchi, si uno camina sobre los suelos 5.02b verá las siguientes características: son bajos, angostos, 
acompañados de suelos muy productivos pero también angostos, seguidos por laderas de suelos 
superficiales con piedras, grava y gravilla. Ese es el típico suelo 5.02b. A escalas de este tipo o a 
escalas de trabajo de poco detalle como las cartas a 1:000.000 o a 1:750.000 parece que hubiera un 
gran porcentaje de áreas homogéneas con un suelo que podría ser de aptitud forestal. La zona de 
color rojo más fuerte, que es el límite que hay entre Durazno y San José y algún manchón dentro de 
Durazno, a golpe de mapa sería la que se podría recategorizar, pero si hiciéramos zoom sobre esa 
zona, encontraríamos que en distancias muy cortas coexisten suelos que se denominan vertisoles -que 
son los asociados a los Grupos 10- por ejemplo en la zona de Pintado. Allí es donde se concentra la 
lechería. Si abriéramos esa zona podríamos ver que es muy difícil separar, a escala predial o de 
unidades de trabajo en detalle -en superficies que se corresponden con el 5.02b- áreas que puedan ser 
una unidad productiva. Si tengo un predio que tiene un copete de cuchilla 10.1 y una ladera 5.02b, no 
puedo separar esa ladera del copete y tampoco puede suceder -como sí ocurría en una época- que 
teniendo equis porcentaje de prioridad forestal, todo pase a tener prioridad forestal. Por la vía de los 
hechos, si hubiera una recategorización prevista -que hoy no es así- es muy difícil que de allí salga 
mucha área forestal. No olvidemos que está el 5.02b en su descripción modal, que es el perfil con el 
que represento a una unidad que es la más grande del país. Desde el punto de vista del Índice 
CONEAT, como cuando esto se hizo esa no era una zona agrícola tradicional, le faltó profundización. 
De hecho, no hay un área que permita unificar todo como una unidad de producción, que tiene que ser 
viable. Si eso saliera, podría ser en ciertos lugares y voy a dejar el mapa. 


En definitiva, lo primero que hay que destacar es que el suelo 5.02b no se va a recategorizar 
como unidad 5.02b; eso es un error; el planteo de pasar el 5.02b a prioridad forestal no está previsto ni 
se va a hacer. Esa gran mancha que mostró el señor Senador Agazzi en el mapa no será 
recategorizada, porque sería como decir que los Grupos 10.1 van a ser exclusivos para determinada 
actividad. No es posible porque se trata de escalas diferentes. 


Insisto en que es imposible que el suelo 5.02b pase a prioridad forestal. Puedo garantizar 
que eso no va a ocurrir porque esa unidad es muy heterogénea, por lo que técnica y políticamente es 
imposible. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Es una resolución política. 
SEÑORA HILL.- Pero no está tomada, señor Senador. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero el Poder Ejecutivo firmó algo diferente de lo que usted dice. 


SEÑORA HILL.- Como decía el Director Soust, habrá una interpretación, pero para nosotros esto es 
“relativo a”. 


Lo que se va a hacer es un zoom dentro del 5.02b. ¿Qué puede pasar? En algunas 
reuniones nos preguntaron cuánta área podría salir y cabe aclarar que desde el punto de vista técnico 
jamás hablamos de áreas, porque realmente no lo sabemos. Además, lo que se va a separar en el 
5.02b es muy heterogéneo. La descripción CONEAT del Grupo 5.02b dice que la pedregosidad varía 
entre 5% y 25%. Quienes andan en el campo saben que no es lo mismo un campo con 5% de 
rocosidad o de afloramiento, que uno con 25%, y eso sucede dentro del 5.02b. En este grupo, si voy 
con el taladro y hago un pozo me puedo encontrar con un suelito pardo con piedras y en una ladera, y 
de repente, si camino 150 metros, tengo un suelo negro de profundidad aceptable, con Bt, con materia 
orgánica. Y todo es 5.02b. Por lo tanto, el 5.02b, como grupo, jamás va a ser recategorizado, porque no 
hay información suficiente como para decir cuáles son sus características. 


Repito que si leemos la descripción CONEAT de las características del 5.02b, veremos que la 
pedregosidad varía entre 5% y 25%, pero también la profundidad varía entre 20% y 60%, etcétera. Por 
lo tanto, tal como está definido al día de hoy, es imposible adjudicar al 5.02b ninguna capacidad de 
uso; no podemos decir que es agrícola, forestal o ganadero, porque falta información. Esa información 
va a estar disponible y dirá qué área del 5.02b podría tener aptitud forestal, pero es algo que ahora no 
sabemos. Una vez que se conozca la información, habrá que analizar si los suelos con aptitud forestal 
se encuentran en unidades productivas importantes que ameriten que una empresa adquiera 500 
hectáreas y las pueda forestar. 


Quiere decir que no hay realmente una decisión tomada respecto a qué porcentaje del suelo 
5.02b es de aptitud forestal, porque no se sabe; es una ecuación que se está generando. Luego de 
definir el área de aptitud forestal debe ser cartografiable, mapeable y suficiente para que exista la 
posibilidad de asignarle una prioridad, porque si el resultado de este trabajo son ochocientos cincuenta 
manchones chiquitos de unidades forestables, no es cartografiable ni mapeable. Un ejemplo de ello es 
el porcentaje de 8% que encontramos en Colonia. 


Por otra parte, el párrafo 3.1.4 dice que “promoverá acuerdos y asociaciones con productores 
agropecuarios de la zona referida en el numeral 3.1.3”. La idea es que esta será la figura que 
predomine ahí, porque no estamos hablando de una zona como la de Tacuarembó o Rivera, donde se 
puede mapear a escala 1:000.000 el área forestal. Honestamente, no creo que de ahí surja un área 
importante de aptitud; si surge, después se verá si la prioridad es política -porque no es técnica- y si 
realmente es cartografiable y mapeable en una unidad correspondiente. 


SEÑOR CHIRUCHI.- ¿De cuánta superficie habla el acuerdo? 
SEÑORA HILL.- El acuerdo habla de 100.000 hectáreas. 
A continuación, voy a mostrar rápidamente los mapas. 


Lo que figura en color verde se denomina prioridad no condicionada, tal como señaló el 
señor Senador Agazzi; lo que está en color celeste se llama prioridad condicionada y significa que son 
suelos que a nivel de la escala que se mapea entran en prioridad forestal, pero hay que hacer un 
estudio del predio, del lugar, porque en materia de aptitud se encuentran en el límite; por último, el otro 
color representa al suelo 5.02b. 


SEÑOR CHIRUCHI.- ¿Qué área es esa? 
SEÑORA HILL.- Se trata de 750.000 hectáreas. 


¿Qué pasa con el área de suelo 5.02b? Estamos en medio de la cuenca lechera y el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca no quiere sacar a los productores lecheros. Sin embargo, los 
espacios de esta zona que no son 5.02b, en general son suelos de muy alta producción; o sea que 
tienen una capacidad de uso limitada, asociada a un suelo de muy alta capacidad de uso, como por 
ejemplo los suelos 10.16, 10.13 o 10.12. Cuando en una unidad productiva coexiste un copete de 
cuchilla de un buen suelo muy productivo con una ladera del tipo 5.02b, en realidad es poco probable 
que venga una empresa a forestar, porque tendría que forestar laderas, tal como señaló el señor 
Senador Agazzi. 


Ahora bien; si a esta escala de trabajo uno quisiera saber dónde se concentran los suelos de 
perfil modal 5.02b -que están representado por las “manchitas” que figuran en el mapa- podemos 
observar que en la mayoría de los casos no alcanza ni siquiera para juntar el color. Entonces, en 
función de esta información, tenemos una zona acá y otra en otro lugar. 


SEÑOR BORDABERRY.- Entonces, ¿por qué se estableció esa cláusula en el contrato? ¿Tiene más 
contratantes que la empresa Montes del Plata? 


SEÑORA HILL.- No. Se estableció porque de alguna manera las partes entendieron que debía estar, 
pero Montes del Plata tiene su producción asegurada para la planta. Evidentemente, Montes del Plata 
tendrá que hacer su análisis. 


Este mapa tenía marcado un semicírculo que lamentablemente no salió en esta impresión 
pero, en definitiva, estamos hablando de 750.000 hectáreas de las que ni siquiera se podrían destinar 
100.000 a la forestación. Me parece que este no es un tema que vaya a cambiar el uso del 
departamento de Colonia y nosotros no esperamos eso. 


SEÑOR AGAZZI.- En el año 2006 se dictó un decreto que prohibió la forestación en campos que 
tuvieran hasta el 40% de superficie con aptitud de prioridad no forestal -en lugar de 10%- por lo que se 
hizo una recategorización. Hasta ese momento se habían utilizado suelos agrícolas de excelente 
calidad para forestación, sobre todo en el litoral y el centro del país. Dado que la recategorización de 
suelos se hizo con el criterio que mencionaba la ingeniera Hill, modificando criterios, lo que sucedió fue 
que en el año 2006 se hace un análisis del que surge que aproximadamente 320.000 hectáreas 
pierden su condición de prioridad forestal. Quiere decir que cuando se abren estos grupos y se 
analizan con más detalle, algunos tipos de suelo ingresan a la prioridad forestal y otros salen. Reitero 
que en 2006, 320.000 hectáreas perdieron esa categorización. Entonces, cuando se hagan estos 
estudios, lo que suceda dependerá de la calidad de los suelos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Carlos Baráibar) 


Debo decir que me parece que la discusión se desvió mucho de lo que nos habíamos 
planteado inicialmente, que era recibir a la Dirección Forestal y analizar cómo se está forestando y qué 
está sucediendo con los sistemas de los agricultores familiares. En cambio, se ingresó en el análisis de 
un proyecto con mucha documentación. Me parece que los técnicos que nos visitan hoy no tienen la 
responsabilidad política como para explicarnos esto, aunque hayan participado en lo que les compete. 
Por tanto, si es voluntad de la Comisión considerar este tema, pienso que deberíamos llamar a quien 
corresponda y no analizarlo con directores de unidades ejecutoras, que no son responsables de las 
decisiones de Gobierno. Propongo que pensemos cómo hacer esto y que invitemos a los 
responsables. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Si así ocurriera, quienes están hoy aquí también podrían 
venir. 


SEÑOR AGAZZ!I.- Eso lo tendrá que decidir el responsable político de estas cosas, que es quien sabe 
cómo se hizo la negociación, cuándo empezó, hasta qué punto fue confidencial y por qué, etcétera. 
También se le podrá preguntar qué otras cosas son confidenciales, porque una negociación por 
volúmenes de este tipo no se hace en el almacén, sino siguiendo un protocolo. 


Reitero que no podemos exigir a técnicos que vinieron a traer cierta información, respuestas a 
cosas de las que ellos no son los responsables. No estoy sugiriendo que se invite al señor Ministro o a 
Presidencia de la República, pero propongo que pensemos un poco en esto y luego encontremos la 
manera de continuar. 


SEÑOR SOUST.- Simplemente quiero informar que en los años 2010 y 2011 no se presentó ningún 
proyecto a la Dirección Forestal en suelos 5.02 b. 


Otra información -aunque no puede ser certificada ni mucho menos- es que la empresa 
Montes del Plata hoy no está pensando en forestación en suelos 5.02b, sino que está intentando hacer 
asociaciones con los productores para utilizar el decreto relativo al 8% del predio y plantar en sociedad 
con ellos. 


Como Director Forestal, nuevamente quiero agradecer a la Comisión y me sentiría realmente 
conforme con la visita si se me dijera que pudimos aclarar algunas cosas, así como dejar marcada la 
inquietud de que, más allá de todo lo bueno que expusimos, el sector forestal tiene problemas que hay 
que solucionar y que hay que hacerlo juntos. Creo que ese es un deber de todos  -los Legisladores y 


nosotros como representantes del Poder Ejecutivo- y por eso hacemos un mea culpa, un análisis y una 
autocrítica, sabiendo que hay cosas que hay que mejorar. De todos modos, creo que todos tenemos la 
misma intención. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carlos Baráibar).- Ha sido muy interesante la información que nos han 
brindado. La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca agradece la presencia de nuestros visitantes. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 
(Así se hace. Es la hora 15 y 15 minutos.) 
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